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Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 18
        Mayo 8 y 9 de 2013

 


La obligatoriedad de utilizar instrumentos bancarios de pago para obtener beneficios tributarios, constituye un límite a la libertad económica y de empresa que se ajusta a la Constitución, por no afectar su núcleo esencial
	   III. EXPEDIENTE D-9314 AC   -   SENTENCIA  C-264/13   (Mayo 8)

          M.P. Mauricio González Cuervo




1.
Norma acusada
LEY 1430 DE 2010
(diciembre 29)

Por medio de la cual se dictan normas tributarias de control y para la competitividad

Artículo 26. Medios de pago para efectos de la aceptación de costos, deducciones, pasivos e impuestos descontables. Se adiciona el Estatuto Tributario con el siguiente artículo:

Artículo 771-5. Medios de pago para efectos de la aceptación de costos, deducciones, pasivos e impuestos descontables. Para efectos de su reconocimiento fiscal como costos, deducciones, pasivos o impuestos descontables, los pagos que efectúen los contribuyentes o responsables deberán realizarse mediante alguno de los siguientes medios de pago: Depósitos en cuentas bancarias, giros o transferencias bancarias, cheques girados al primer beneficiario, tarjetas de crédito, tarjetas débito u otro tipo de tarjetas o bonos que sirvan como medios de pago en la forma y condiciones que autorice el Gobierno Nacional.

Lo dispuesto en el presente artículo no impide el reconocimiento fiscal de los pagos en especie ni la utilización de los demás modos de extinción de las obligaciones distintos al pago, previstos en el artículo 1625 del Código Civil y demás normas concordantes.

Así mismo, lo dispuesto en el presente artículo solo tiene efectos fiscales y se entiende sin perjuicio de la validez del efectivo como medio de pago legítimo y con poder liberatorio ilimitado, de conformidad con el artículo 8 de la Ley 31 de 1992.

PARÁGRAFO. Podrán tener reconocimiento fiscal como costos, deducciones, pasivos o impuestos descontables, los pagos en efectivo que efectúen los contribuyentes o responsables, independientemente del número de pagos que se realicen durante el año, así:

– En el primer año, el menor entre el ochenta y cinco por ciento (85%) de lo pagado o cien mil (100.000) UVT, o el cincuenta por ciento (50%) de los costos y deducciones totales.

– En el segundo año, el menor entre el setenta por ciento (70%) de lo pagado u ochenta mil (80.000) UVT, o el cuarenta y cinco por ciento (45%) de los costos y deducciones totales.

– En el tercer año, el menor entre el cincuenta y cinco por ciento (55%) de lo pagado o sesenta mil (60.000) UVT, o el cuarenta por ciento (40%) de los costos y deducciones totales.

A partir del cuarto año, el menor entre cuarenta por ciento (40%) de lo pagado o cuarenta mil (40.000) UVT, o el treinta y cinco por ciento (35%) de los costos y deducciones totales.

Esta gradualidad prevista en el presente artículo empieza su aplicación a partir del año gravable 2014.
2.
Decisión

Primero.- Declarar ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-249 de 2013, en la cual se declaró EXEQUIBLE el artículo 26 de la Ley 1430 de 2010, que adiciona el artículo 771.5 al Estatuto Tributario, por el cargo de vulnerar el artículo 83 de la Constitución, relativo al principio y presunción de buena fe. 

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE el artículo 771.5 del Estatuto Tributario, contenido en el artículo 26 de la Ley 1430 de 2010 y adicionado por el artículo 164 de la Ley 1607 de 2012, por el cargo analizado en esta sentencia.

3.
Síntesis de los fundamentos 

Definida la existencia de cosa juzgada constitucional respecto del cargo por vulneración del principio y presunción de buena fe y la procedencia de la integración de la unidad normativa con el artículo 164 de la Ley 1607 de 2012, que adicionó el artículo 26 de la Ley 1430 de 2010, la Corte precisó que el problema jurídico a resolver en esta oportunidad se concreta en determinar (i) si vulnera la libertad económica y de empresa, prevista en el artículo 333 de la Constitución, al no reconocer la totalidad de los pagos hechos en efectivo como costos, deducciones, pasivos o impuestos descontables; y (ii) si al exigir que para efectos de su reconocimiento fiscal los pagos deban hacerse por medio del sistema financiero, con el costo que de ello se sigue, el artículo 771.5 del Estatuto Tributario obliga de manera injustificada y onerosa a los contribuyentes a asumir mayores costos de transacción en su actividad económica. 
La Corte encontró que el límite al reconocimiento fiscal como costos, deducciones, pasivos o impuestos descontables de los pagos en efectivo, no brinda un trato diferencial y discriminatorio a empresarios o competidores que se hallan en la misma posición. De igual modo, no afecta su derecho a concurrir al mercado o a retirarse de él, no desconoce su libertad de organización, ni interfiere en los asuntos internos de la empresa, como la organización empresarial y los métodos de gestión. Tampoco conculca el derecho a la libre iniciativa privada, no menoscaba el derecho a crear establecimientos de comercio con el cumplimiento de los requisitos de ley, y no desconoce el derecho a recibir un beneficio económico razonable. Por consiguiente, se cumple el requisito de no afectar el núcleo esencial de la libertad de empresa. 

El Tribunal observó que, según la exposición de motivos del proyecto de ley del cual formó parte el artículo 26 acusado, esta disposición obedece a cuatro motivos: generar mecanismos de control efectivos, incentivar el uso de transacciones financieras, dar condiciones para formalizar las empresas y propender por la eficiencia y seguridad tanto para la administración como para el contribuyente. A la vez, asegurar cumplimiento de las obligaciones fiscales y combatir los fenómenos de la evasión y la elusión tributaria. En cuanto a un motivo implícito, como lo pone de presente un interviniente, podría considerarse el de combatir el lavado de activos. Para la Corte, tanto por sus motivos explícitos, como por los implícitos, el límite a la libertad económica y de empresa establecido en el artículo 771.5 del Estatuto Tributario cuenta con una justificación adecuada y suficiente, porque: (i) los contribuyentes tienen el deber constitucional de contribuir a financiar los gastos e inversiones del Estado dentro de conceptos de justicia y equidad, eficiencia (art. 95.o C.P.) y la tributación debe reflejar su realidad económica, sin trampas, distorsiones o engaños; y (ii) el Estado tiene el deber de concretar en la realidad los principios de equidad, eficiencia y progresividad en los que debe fundarse el sistema tributario (art. 363 C.P.). Además, los mecanismos de control a la tributación aseguran que tanto los contribuyentes como el Estado cumplan con sus deberes constitucionales.
En consecuencia, al analizar el artículo 771.5 del Estatuto Tributario a la luz de las reglas aplicables a los límites a la libertad económica y de empresa, y de la potestad impositiva del Estado, la Corte encontró que no afecta el núcleo de la libertad de empresa, obedece a motivos adecuados y suficientes que lo justifican, acorde con el principio de solidaridad, y responde a criterios de razonabilidad y proporcionalidad. Por consiguiente, declaró la exequibilidad, por el cargo analizado, del artículo 26 de la Ley 1430 de 2010, que lo incorporó al Estatuto Tributario.
4.
Aclaración de voto

El magistrado Luis Ernesto Vargas Silva anunció la presentación de una aclaración de voto, por cuanto si bien comparte la decisión de exequibilidad adoptada, considera que el cargo examinado en esta ocasión ya había sido objeto de análisis en la sentencia C-249/13 y por tanto la decisión de cosa juzgada ha debido ser respecto de todos los cargos formulados en la presente demanda y no solo sobre el principio y presunción de buena fe.
